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OFICINA ANTICORRUPCIÓN - SOLICITA SER TENIDA POR PARTE QUERELLANTE.

SR. JUEZ:

LAURA ALONSO, Secretaria de Ética Pública, Transparencia y Lucha contra la Corrupción, a cargo de la Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación (Decreto 252/2015, B.O. 29/12/15) y el Dr. IGNACIO MARTIN IRIGARAY, Director de Investigaciones del organismo (Decreto 303/2017, B.O. 3/05/15), con el patrocinio letrado de los Dres. SERGIO O ALEO y LUIS AROCENA investigadores de la Dirección de Investigaciones precitada, con domicilio legal en la calle Tucumán N° 394 de esta ciudad y domicilio electrónico constituido en 23247814809, en la Causa 2885/16 en trámite ante ese Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal Nº8 Secretaría 16, nos presentamos respetuosamente ante V.S. y decimos:

I. OBJETO.
Que venimos a solicitar que esta Oficina sea tenida por querellante en las presentes actuaciones; ello, en función de la facultad conferida por el art. 2, inc. e), del Decreto 102/99 (modificado por el Decreto 226/15) y de conformidad con lo normado en el art. 82 y ss. del C.P.P.N.
II. EXORDIO.

 
Como primera apreciación sobre la decisión de esta Oficina Anticorrupción de solicitar la constitución como querellante en la presente causa, debe ponerse de resalto la especial trascendencia pública que este caso suscita, tanto en el país, como en el plano internacional. 

 
Ello, en razón de que los hechos que constituyen el objeto procesal de esta causa pueden integrar una parte de la ramificación local de uno de los escándalos de corrupción más grandes, que en los últimos años ha sacudido a la región latinoamericana. 

 
En particular habremos de referirnos al esquema de múltiples casos criminales, ocurridos en Brasil conocido como “Operación Lava Jato”, y que tuvo graves efectos en ese país y en otros 12 países de todo el mundo, pero especialmente de América Latina.

 
A modo de síntesis, tal como ha determinado la justicia brasileña, la Operación Lava Jato se caracteriza por ser un gran esquema criminal de corrupción y lavado de dinero, en el ámbito de la empresa PETRÓLEO BRASILEIRO S.A (PETROBRAS), cuyo accionista mayoritario y controlador es el Estado Federal Brasileño. En ese contexto, al menos entre los años 2004 a 2012, se presume que en casi todo gran contrato de PETROBRAS con sus proveedores, existieron pagos espurios o ventajas indebidas a directores de esa empresa estatal, calculadas en bases porcentuales. Además de los ejecutivos de PETROBRAS, Parte de esos sobornos también estuvieron dirigidos a agentes políticos y partidos políticos que aseguraban la continuidad del esquema de corrupción, dando sustentación a la designación y al mantenimiento en el cargo de los dirigentes de Petrobras. 

 
Desde el lado de las empresas del sector privado, las diversas contratistas se reunieron en una organización informal, que denominaron "Clube" o “Club”, en la cual se arreglaban previamente entre sí cuál de ellas iba a adjudicarse las licitaciones de PETROBRÁS. Se llegó a determinar inclusive que esas empresas tenían un reglamento especial para organizarse. De ese modo lograban la manipulación de los precios presentados en las distintas licitaciones, con lo que accedían a condiciones de ser contratadas por cada contrato al mayor precio posible admitido por PETROBRÁS; ello, mediante la simulación de una competencia real.


Aquella matriz de corrupción, iniciada a partir de una investigación particular de lavado de dinero, presenta múltiples ramificaciones e involucra a una gran cantidad de empresas entre las que se encuentran ODEBRECHT, OAS, Camargo Correa, Andrade Gutiérrez, Queiroz Galvão, UTC Engenharia y Engevix, Galvão Engenharia, Skanska, Promon Engenharia, GDK, Techint, Carioca Christiani Nielsen Engenharia, Schahin Engenharia, Alumini Engenharia, entre muchas otras.

 
Luego, se vio que aquel esquema de corrupción  de Brasil fue replicado en diversos países de la región, en donde las mimas empresas integrantes de ese pool o club de contratistas se adjudicaron contratos fuera de Brasil, como fue reconocido también, gracias al pago de sobornos a los funcionarios de esos países. 



La Argentina se encuentra entre los países en los que las empresas vinculadas con la Operación Lava Jato pagaron sobornos para obtener o retener negocios; en este caso se trata de la empresa ODEBRECHT. En sentido inverso, también existieron empresas argentinas que participaron en Brasil del esquema de corrupción con Petrobrás.



Como elemento adicional que se le sumó a esa matriz fuera de las fronteras de Brasil, se destaca que las empresas brasileñas se presentaban en las licitaciones con una ventaja competitiva ficticia; la cual consistía en una línea de financiamiento independiente provista por el banco estatal brasileño “BANCO NACIONAL DE DESENVOLVIMENTO ECONÓMICO E SOCIAL DE BRASIL” (BNDES) que, como pre-condición para su otorgamiento, requería que una empresa brasileña liderara los proyectos de obras, servicio o infraestructura y, por otro lado, la adquisición de materiales de origen brasilero. En la mayoría de los casos esa ventaja fue ficticia, ya que si bien las condiciones financieras eran más favorables, esa ventaja se desdibujaba rápidamente con las condiciones económicas de la oferta o el posterior devenir del contrato, que hacían que el supuesto beneficio se convirtiera fácilmente en una pérdida o un perjuicio patrimonial de gran escala.


Para tener una verdadera noción de la real dimensión de este esquema de corrupción internacional, y en particular respecto a una de las empresas contratistas que participó de las licitaciones objeto de estas actuaciones, la justicia de los Estados Unidos de América ha calculado que, durante el período relevante (2001-2016) sólo la empresa ODEBRECHT y sus intermediarios pagaron aproximadamente setecientos ochenta y ocho millones de dólares americanos (USD 788.000.000) en sobornos asociados a más de 100 proyectos en doce países, incluidos Angola, Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Guatemala, Méjico, Mozambique, Panamá, Perú, República Dominicana y Venezuela. Pero luego, como contrapartida de esos sobornos, ODEBRECHT obtuvo ganancias ilícitas en el orden de los tres mil tres cientos treinta y seis millones de dólares (USD 3.336.000.000). 

 
Tal como se describirá más adelante, respecto a la situación particular de la República Argentina, en las actuaciones iniciadas en los Estados Unidos de América, la firma ODEBRECHT S.A reconoció que, en el periodo 2007 a 2014, realizó pagos a intermediarios por aproximadamente treinta y cinco millones de dólares (USD 35.000.000), a sabiendas de que dichos pagos tenían como destino final a funcionarios argentinos; obteniendo beneficios por aproximadamente doscientos setenta y ocho millones de dólares (USD 278.000.000).

 

La relevancia internacional y la magnitud económica de estos hechos impulsan a esta Oficina a presentarse como querellante en estas actuaciones.

III. FACULTAD DE CONSTITUIRSE EN QUERELLANTE. LEGITIMACION.
 
En primer lugar, corresponde mencionar que la Oficina Anticorrupción fue creada mediante la Ley N° 25.233 –modificatoria de la Ley de Ministerios-, puntualmente su artículo 13°, establece la creación es esta oficina en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, otorgándole, por un lado, la función de la elaboración y coordinación de programas de lucha contra la corrupción en el sector público nacional; y por el otro, las competencias y atribuciones establecidas en los artículos 26, 45 y 50 de la Ley N° 24.946.

 
Asimismo, es la misma Ley N° 25.233, la que mediante su artículo 5°, suma a las ya existentes facultades del Ministerio de Justicia –establecidas por el Art. 20 del Decreto 438/92- la de intervenir como parte querellante en los procesos en que se encuentre afectado el patrimonio del Estado.    

 
Sumado a ello, el Decreto N° 102/99, en su artículo 1°, establece que la “Oficina Anticorrupción funcionará en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, como organismo encargado de velar por la prevención e investigación de aquellas conductas que dentro del ámbito fijado por esta reglamentación se consideren comprendidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción aprobada por Ley N° 24.759. Su ámbito de aplicación comprende a la Administración Pública Nacional centralizada y descentralizada, empresas, sociedades y todo ente público o privado con participación del estado o que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal”.

 
Por su parte, el artículo 2° del Decreto citado en el párrafo precedente, atribuye a la Oficina Anticorrupción, entre otras facultades, las de, por un lado, denunciar ante la Justicia competente, los hechos que pudieran constituir delitos; y por el otro, constituirse en parte querellante en los procesos en que se encuentre afectado el patrimonio del Estado, dentro del ámbito de su competencia.

Por ende, teniendo en cuenta que las maniobras investigadas en la presente causa judicial, habrían tenido lugar en el ámbito de la Administración Pública Nacional, que incluirían la afectación de fondos de manejo público y que presuntamente se encontrarían involucrados funcionarios públicos como autores o partícipes de actos de corrupción, se advierte que concurren en el caso los presupuestos exigidos por las normas citadas.

IV.
ACTUACIONES EN EL AMBITO DE LA OA.
Las actuaciones en sede de este Organismo fueron iniciadas de oficio en el mes de diciembre de 2016 a raíz de la toma de estado público de las sanciones acordadas por la firma brasilera CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT S.A., en el marco del acuerdo de colaboración (plea agreement), suscrito el 21 de diciembre de 2016, en el marco del caso Nro. 16-643 (RDJ), entre esa empresa, la Sección Fraudes de la División Criminal del Departamento de Justicia de los Estados Unidos y la Fiscalía del Distrito Este de Nueva York, por múltiples delitos cometidos en los Estados Unidos y otros países. 

En el Anexo B (Statment of Facts) del aludido acuerdo, más precisamente en el apartado correspondiente a las sobornos pagados por obras realizadas en Argentina (punto 48 a 50), se describe que ODEBRECHT S.A reconoce que en el periodo 2007 a 2014 pagó a intermediarios aproximadamente treinta y cinco millones de dólares sabiendo que dichos pagos tenían como destino final a funcionarios argentinos y que los sobornos se asociaban al menos a tres obras de infraestructura que la empresa realizó en el país; obteniendo beneficios por aproximadamente doscientos setenta y ocho millones de dólares.  

Asimismo en ese Anexo se especifica que la empresa brasilera en el año 2008 se comprometió a efectuar futuros pagos a funcionarios argentinos para asegurar contrataciones por un monto no determinado. En tanto que entre el año 2011 a 2014, la compañía pagó a través de la División de Operaciones Estructuradas USS 2.9 millones que recibió un intermediario y cuyo destino final era funcionario público. Finalmente se menciona que entre el mes de enero de 2011 y marzo de 2014, la empresa realizó “pagos corruptos” a través de la aludida División de Operaciones Estructuradas por un total de USS 500.000 cuyo destino fue cuentas privadas de un intermediario cuyo beneficiario final fue un funcionario público. 
En virtud de lo expresado se inició una investigación preliminar donde se libraron notas al Departamento de Justicia de Estados Unidos, al Procurador General de Brasil y a las firmas Constructora Norberto ODEBRECHT S.A de Brasil y su filial argentina.
Asimismo se solicitaron pedidos de cooperación internacional informal a Estados Unidos y Brasil, en el marco de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.

Así de la información colectada tanto de las notas remitidas como de la pesquisa en fuentes abiertas, pudo corroborarse que la empresa ODEBRECHT S.A de Brasil participó en Argentina en diversas obras públicas financiadas por el Estado Nacional, fideicomisos o empresas con participación estatal.
En el periodo 2007 - 2014 al que se alude específicamente en el acuerdo celebrado por ODEBRECHT en Estados Unidos, las obras relevantes realizadas por la empresa en el país fueron:  
· Ampliación de la capacidad de transporte firme de Gas 2006 (ALBANESI)

· Ampliación de la capacidad de transporte firme de Gas 2006 (CAMMESA)

· Sistema de potabilización Área Norte (año 2008)

· Soterramiento del Corredor Ferroviario CABALLITO – MORENO. Línea Sarmiento. (año 2008)

·  Nueva Unidad de Reformación de Naftas con Regeneración Continua de catalizador (CCR), Nueva Antorcha y remodelaciones de las unidades existentes en el complejo Industrial Ensenada YPF (año 2009).
·  Programa Global de Obras Foro Regional eléctrico de la Provincia de Bs. As. (año 2013).

 
En especial, respecto a las obras investigadas en las presentes actuaciones judiciales, la empresa Constructora Norberto ODEBRECHT SA sucursal Argentina remitió a este organismo copias del contrato de obra pública de fecha 23 de diciembre de 2008 suscripto entre la Secretaría de Transporte del Ministerio de Planificación Federal, inversión Pública y Servicios, representada por el Ingeniero Ricardo Raul Jaime y por la otra parte IECSA SA, CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT SA, COMSA SA Y GHELLA SOCIETA PER AZIONI en su calidad de UTE (CONSORCIO NUEVO SARMIENTO) adjudicataria de la obra "Soterramiento del Corredor Ferroviario CABALLITO - MORENO, de la Línea SARMIENTO, conformado por la ETAPA I: CABALLITO - LINIERS (CIUDADELA); ETAPA II: LINIERS (CIUDADELA) - CASTELAR; ETAPA III: CASTELAR – MORENO" (Decreto 151/2008).   Asimismo la firma remitió las addendas contractuales de fecha 3 de febrero de 2010 y 24 de febrero de 2011.  
 

Por último, mediante el dictado de la Resolución OA/DI Nº ……. del … de JUNIO de 2017, la Sra. Secretaria de Ética Pública y Lucha contra la Corrupción resolvió constituir a este Organismo como parte querellante en los presentes actuados, de acuerdo al marco jurídico que rige su funcionamiento. 
V. RELACIÓN SUCINTA DE LOS HECHOS DE INTERES PARA LA OA.
 
Mediante Resolución Nº 82 de fecha 21 de febrero de 2006 de la SECRETARIA DE TRANSPORTE del MINISTERIO DE PLANIFICACION FEDERAL, INVERSION PUBLICA Y SERVICIOS, se efectuó el llamado a Licitación Pública Nacional e Internacional para la contratación del Proyecto de Ingeniería, Proyecto Ejecutivo y Ejecución de Obra con Financiamiento para la obra Soterramiento del Corredor Ferroviario en el tramo CABALLITO - LINIERS y la construcción de pasos a distinto nivel, vehiculares y peatonales, en el tramo LINIERS - MORENO de la Línea SARMIENTO.
 
El ex presidente Néstor Kirchner efectuó el correspondiente anuncio público de la obra ese mismo día cuando presentó el llamado a licitación.
 
El 29 de agosto de 2006 el Secretario de Transporte precalificó a los oferentes BENITO ROGGIO E HIJOS SOCIEDAD ANONIMA; IECSA SOCIEDAD ANONIMA - CONSTRUTORA NORBERTO ODEBRECHT SOCIEDADE ANONIMA - COMSA SOCIEDAD ANONIMA - GHELLA SOCIETA PER AZIONI y GRUPO ISOLUX CORSAN SOCIEDAD ANONIMA - ESUCO SOCIEDAD ANONIMA (UNION TRANSITORIA DE EMPRESAS).
 
Pero por Resolución Nº324 de fecha 7 de junio de 2007 el entonces Secretario de Transporte, Ricardo Jaime, dispuso la modificación de la obra que fuera objeto del llamado a licitación Pública Nacional e Internacional efectuado mediante Resolución 82/06 resolviéndose que el soterramiento comprendería el corredor ferroviario CABALLITO – MORENO, de la línea Sarmiento, conformado por la ETAPA I: CABALLITO – LINIERS, ETAPA II LINIERS CASTELAR y ETAPA III CASTELAR – MORENO
 
Luego de la aludida modificación, las empresas que presentaron ofertas fueron: IECSA SOCIEDAD ANONIMA - CONSTRUTORA NORBERTO ODEBRECHT SOCIEDADE ANONIMA - COMSA SOCIEDAD ANONIMA - GHELLA SOCIETA PER AZIONI ($2.798.956.410) y GRUPO ISOLUX CORSAN SOCIEDAD ANONIMA - ESUCO SOCIEDAD ANONIMA UTE ($3.618.323.013).
 
Finalmente, analizadas las propuestas, mediante el Decreto 151/2008 de fecha 23 de enero de 2008 la ex presidenta Cristina Kirchner adjudicó la obra pública al consorcio de empresas formado por: IECSA SOCIEDAD ANONIMA, CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT SOCIEDAD ANONIMA, COMSA SOCIEDAD ANONIMA Y GHELLA SOCIETA PER AZIONI.
 
Ahora bien, el artículo 22 del Pliego de Condiciones Particulares que rigió la licitación estableció que los oferentes debían incluir en su oferta uno o varios programas de crédito, inversión considerada en la Etapa I y presentar una carta compromiso respecto de las etapas II y III, donde constare el deber de gestionar el financiamiento correspondiente a esas etapas.
 
Dicha exigencia fue cumplimentada por el consorcio ganador a través de la oferta en firme de los bancos Depfa Bank PLC y Credit Suisse Securities USA LLC.

 
Así las cosas, la crisis internacional imperante durante el año 2008, que habría motivado el retiro del Bank Depfa como fiador, sirvió de fundamento para el dictado del Decreto 2227/08 de fecha 23 de diciembre de 2009.

 
En los considerandos de dicho Decreto se relata que ante la crisis internacional y la necesidad de continuar con la obra, la Secretaría de Transporte instruyó a la Administración de infraestructuras ferroviarias Sociedad del Estado a obtener financiamiento para la etapa I del proyecto; recurriendo dicha sociedad estatal a la ANSES. Dicho financiamiento para el proyecto – según los considerandos – estaría previsto en la ley de Presupuesto 26422 conforme art. 55 inc b) de la ley 24156 y en lo dispuesto en el propio Decreto, que en su artículo 4 fija que “el gasto resultante de la aplicación del presente decreto se atenderá con los créditos con que cuenta la ADMINISTRACION DE INFRAESTRUCTURAS FERROVIARIAS SOCIEDAD DEL ESTADO en el presupuesto de dicha sociedad para el ejercicio 2009 y siguientes en la Jurisdicción 91 – Obligaciones a cargo del Tesoro”.      

 
Finalmente el Decreto aludido aprueba el contrato de obra pública (que luce en su Anexo) e insta a la Secretaria de Transporte a suscribirlo y se dé inicio a la ejecución de la etapa I.  
 
Pero pese a lo narrado ut supra la obra no comenzó. Por ello, la Secretaria de Transporte (representada por Juan Pablo Schiavi), suscribió con la adjudicataria el 3 de febrero de 2010 una addenda al contrato de obra pública suscripto en fecha 23 de diciembre de 2008, que fuera aprobada el 29/4/10 por la ex presidenta Kirchner con la firma el Decreto 600/10.

 
La firma de la addenda y del Decreto tendrían especial significación en la posible trama de corrupción relacionada con esta obra pública y en especial con la firma Constructora Norberto ODEBRECHT S.A; atento a que dividía la primera etapa de ejecución en sub etapas de ejecución sucesiva y dicha subdivisión habilitaba la entrega de $21.079.271,53 de pesos a las empresas adjudicatarias para el inicio de la sub etapa I, que comprendía: la realización de la ingeniería de las obras civiles e instalaciones de las etapas I,II y III y el desarrollo del Sistema Integral Ferroviario del tramo Once – Moreno (incluido topografías, estudios de suelos y de impacto ambiental), montaje de obradores y plantas elaboradoras. 
 
En la addenda contractual se fijaba expresamente que el inicio de la Sub etapa I, no implicaba el compromiso de ejecución de la totalidad de la etapa I, ni de las etapas subsiguientes, hasta tanto se perfeccionen los extremos comprometidos conforme contrato y Decreto 2227/08.
 
Es en este contexto temporal que se ubicarían los mails que obran en el marco de la causa denominada “Lava Jato” que tramita ante la justicia brasilera y que fueran presuntamente remitidos por el asesor / “intermediario” del funcionario Ricardo Jaime: Manuel Vazquez quien reclamó en el mes de febrero del año 2010 al ejecutivo de ODEBRECHT Mauricio Couri Ribeiro el depósito en una cuenta bancaria acordada de una suma de dinero; confirmando luego otro directivo de la firma brasilera (Fernando Migliaccio) que el dinero había sido transferido. 

 
Según se investiga en estos actuados el pago realizado a Vazquez (unos 80.000 dólares) se habría canalizado a través de una transferencia del Banco First Caribbean International Bank de la firma Klienfeld Services LTD a la firma Pribont Corporation S.A.
 

Según los términos de la denunciante Graciela Ocaña la sociedad Klienfeld Services LTD es aludida en la causa Lava Jato, como una empresa off shore utilizada para el pago de sobornos por parte de la empresa ODEBRECHT en tanto que Pribont Corporation S.A sería una sociedad constituida en Uruguay y que se encontraría actualmente disuelta por las autoridades uruguayas por no cumplir con la ley 19288 que obliga a denunciar los nombres de los titulares de las acciones al portador de la sociedad.  
 
En la hipótesis de la denunciante la firma Pribont habría sido utiliza por el funcionario Ricardo Jaime para recibir sobornos provenientes de la firma brasilera, en el marco de la obra del soterramiento del tren Sarmiento.   

 
No puede pasarse por alto, asimismo, que en otra serie de mails que se encontrarían en la causa Lava Jato, y que también fueran presumiblemente enviados en los meses de abril, mayo y junio de 2010 por el ejecutivo Couri Ribeiro, se efectuaría una referencia puntal a la firma del Decreto 600/10 y al presunto pago de sobornos que involucraba el dilatado comienzo de la obra del soterramiento.
 
En este punto es oportuno destacar que los presuntos sobornos serían mencionados en los mails con la sigla clave DGI y que la relación entre el pago de sobornos a funcionarios y la sigla DGI estaría confirmada por el Juez federal brasilero Sergio Moro en la causa denominada Lava Jato como clave de numerosas comunicaciones de los ejecutivos de la firma ODEBRECHT.  

 
En el mail de fecha 29/04/2010 cuyo Asunto es: Reunión Sarmiento 29/4/10; se da cuenta que el “Ministro” firmó el Decreto (en clara alusión al Decreto 600/10). Asimismo se alude a la Sub etapa I y distintos porcentajes y montos de cada etapa; correspondiéndose, por ejemplo, el monto de 21 millones con la suma otorgada por anticipo a la adjudicataria por el inicio de la Sub etapa I.  

 
Por otra parte, en la addenda contractual 2 suscripta el 24 de febrero de 2011 se describe la ejecución de cinco puentes: 1) Tunel de la Vega – De la Quintana (Partido de Moreno); 2) Puente 2 Rivadavia – Junin (Partido de Merlo) 3) Puente Santa Rosa – blas Parera (Partidos de Ituzaingo y Moron) 4) Puente Pueyrredón – Rawson (Partido de Moron) 5) Puente Guemes – Medrano (Partido La Matanza – Moron). 
 
Asimismo en dicha addenda se pone de manifiesto que finalmente se dará inicio a la etapa I de la obra (Clausula quinta) y que la contratista percibirá como pago a cuenta del anticipo correspondiente de la etapa I la suma de $ 98.800.000. En el mail aludido aparece la leyenda “…Informe de Pontes $100 Millones” DGI USS 3MM. Es decir una cifra que coincidiría con el desembolso dinerario fijado en la addenda. 
 
También se aludiría en los mails a otros ejecutivos de las firmas del consorcio ganador de la licitación. Así se menciona una reunión con un sujeto de apellido Sanchez Caballero para tratar tema “DGI – CONTACTO DIRECTO”.

 
Esa persona podría ser Javier Sanchez Caballero quien a esa fecha se desempeñaba como gerente de la firma IECSA S.A.

 
También se menciona en los mails a dos posibles gerentes de la firma italiana Ghella: Lourenco Ghella y Ricardo Dinna.

 
Así las cosas, sin mayores avances en las obras, para el mes de julio de 2013 tomó estado público la aprobación por parte del Consejo de Ministros del Gobierno de Brasil de un crédito a diez años por 1500 millones de dólares a través del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social (BNDS) para que la Argentina pueda concretar la primera etapa del soterramiento del ferrocarril Sarmiento.
 
Una de las condiciones que habrían facilitaron el otorgamiento del crédito fue que Argentina aceptó que ODEBRECHT SA de Brasil pasara a conducir el consorcio de empresas ganadora de licitación. De esta forma se desplazó a la empresa IECSA de la conducción.  

 
Curiosamente, aparecidas las primeras noticias de una nueva fuente de financiamiento externo del proyecto, el 28/8/2013 la ex presidenta Cristina Kirchner firma el Decreto 1244/13 por el que se crea la Unidad Ejecutora de la Obra de Soterramiento del Corredor Ferroviario Caballito-Moreno, de la línea Sarmiento.
 
Esta Unidad descentralizada dependiente del Ministerio de Planificación a cargo de JULIO DE VIDO, ponía en manos de la Secretaría de Obras Públicas de ese Ministerio, a cargo de JOSE FRANCISCO LOPEZ, el desarrollo integral de la obra del soterramiento.
 
Es decir que, en apariencia, ante la posibilidad de que se inyectase dinero a la obra la misma dejaba de depender: en el ámbito del consorcio de empresas adjudicatarias de la obra pública de la argentina IECSA, pasando a manos de la brasilera ODEBRECHT, y en el ámbito público ya no sería la Secretaría de Transporte (que un año antes por Decreto 874/12 había pasado a conformar del Ministerio del Interior y Transporte) sino la Secretaría de Obras Públicas quien quedaba a cargo del impulso y control del proyecto.


Estos cambios radicales del proyecto podrían tener una lectura relacionada directamente con el pago de los sobornos investigados.

Y ello es así porque en primer lugar muchas de las obras realizadas en Argentina y en el resto del mundo vinculadas a ODEBRECHT y sospechadas del pago de sobornos a funcionarios fueron financiadas con préstamos del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social  de Brasil (BNDS).  


En segundo lugar, resulta por demás llamativa que todo lo vinculado al proyecto del soterramiento pasara nuevamente a manos del Ministerio de Planificación, al mando de Julio Miguel De Vido, siendo que hasta la fecha era la Secretaría de Transporte del Ministerio del Interior la encargada del proyecto.  


Ahora bien, tal como se explicara en el punto IV del presente escrito con la firma del acuerdo por parte de Constructora Norberto Odebercht S.A en Estados Unidos en diciembre de 2016, queda en claro que la obra del soterramiento del tren Sarmiento, por la envergadura del proyecto, el periodo de su ejecución, las particularidades de la contratación y los montos involucrados podría ser una de las obras en las que la firma brasilera pagó sobornos a funcionarios argentinos, ello independientemente de que podrían también existir sobreprecios avalados por funcionarios o favorecimiento a la empresa en la adjudicación de la obra, conductas que serán materia de investigación en el proceso judicial y actos de corrupción que sin lugar a dudas justifican la presencia de esta Oficina como querellante.  
VI. CALIFICACION LEGAL. 
 
Por todo lo expuesto entendemos que, en esta instancia preliminar de las actuaciones, existen elementos suficientes para presumir razonablemente la posible comisión, por parte de funcionarios de la Administración Nacional de los delitos de cohecho en sus faz pasiva (art. 256 del C.P.), abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público (art. 248 y 249 del C.P.), negociaciones incompatibles (art. 265 del C.P), sin descartar un posible accionar defraudatorio en los términos de los arts. 173, inciso séptimo y 174, inciso quinto del C.P. 

 
En tanto que existen elementos para presumir razonablemente la posible comisión y/o participación necesaria, por parte de miembros o directivos e intermediarios de las empresas CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT SA (tanto la casa matriz brasilera, como la filial argentina), o de IECSA SOCIEDAD ANONIMA - CONSTRUTORA - COMSA SOCIEDAD ANONIMA - GHELLA SOCIETA PER AZIONI  que conformaron junto a la empresa brasilera la UTE adjudicataria de la obra del soterramiento del tren Sarmiento, de los delitos de cohecho en su faz activa (art. 258 del C.P.), soborno trasnacional (art. 258 bis del C.P.), negociaciones incompatibles (art. 265 del C.P), sin descartar un posible accionar defraudatorio en los términos de los arts. 173 inciso séptimo y 174, inciso quinto del C.P. 

VII. PETITORIO.

Por todo ello, a V.S. solicitamos:
I. Se tenga a la Oficina Anticorrupción como parte querellante en estos actuados.
II.  Se tenga por designados para actuar en representación de esta parte a los Dres. Sergio O. Aleo y Luis Arocena, sin perjuicio de la representación que ejercemos como autoridades del organismo.
III. Se autorice a extraer fotocopias de la presente causa al Sr. Hernán Pablo Gerber (D.N.I. 25.436.873). 
                                  Proveer de conformidad

                                         SERÁ JUSTICIA  
Sergio O. Aleo    
             Abogado

 Dirección de Investigaciones
OFICINA ANTICORRUPCIÓN

          Luis F. Arocena

     Abogado

        Dirección de Investigaciones
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